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Radicación Nro. :   
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Temas: 

          DEBIDO PROCESO/ TUTELA CONTRA PROVIDENCIA JUDICIAL /DESISTIMIENTO TÁCITO/ PROCESOS TERMINADOS Y ARCHIVADOS  INEXISTENCIA VULNERACIÓN DE DERECHOS/ IMPROCEDENTE
Para lo que debe resolverse aquí, debe tenerse en cuenta, frente a los procesos a que alude el accionante, la siguiente información: 
	Radicado
	Tipo de proceso
	Demandante
	Demandando
	Estado

	1994-13089
	Abreviado – Restitución de inmueble arrendado
	Sociedad Proraiz Inmobiliaria LTDA.
	Rafael Cuervo
	Archivado

09-04-94

(Art. 126 CPC)

	1997-15740
	Ejecutivo Hipotecario
	Davivienda S.A.
	Rafael Cuervo
	Archivado

24-04-2000 (Art. 126 CPC)



	1997-18810
	Ejecutivo Singular
	Rubén Darío Castaño López
	Rafael Cuervo
	25-05-18 (presentó el demandante liquidación del crédito)


Sin perder de vista la exposición jurisprudencial y el historial de los procesos en cita, se evidencia el fracaso de del amparo en lo que atañe con las solicitudes de que se decrete el desistimiento tácito en los procesos con radicado 1994-13089 y 1997-15740. Así se afirma, porque esos procesos desde hace más de tres lustros se encuentran terminados y archivados (f. 44 y 46), es decir, que en el estado actual de las cosas se advierte inexistente la vulneración que se le endilga al juzgado y, en consecuencia, ningún derecho queda por proteger, ni orden qué impartir en sede constitucional.
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Acta N° 365 de septiembre 25 de 2018
  



Decide la Sala la acción de tutela propuesta por José Rafael Cuervo contra el Juzgado Primero Civil del Circuito local y el Consejo Seccional de la Judicatura de Risaralda, a la que fueron vinculados el Secretario del Juzgado accionado, Davivienda S.A., Rubén Darío Castaño López, Henry Barney Altamirano, Guillermo Velandia y César Restrepo Gómez. 
ANTECEDENTES

José Rafael Cuervo, por intermedio de apoderada judicial, demanda al Juzgado Primero Civil del Circuito de esta ciudad y al Consejo Seccional de la Judicatura de Risaralda, por la vulneración de los derechos fundamentales a la igualdad y al debido proceso, que estima conculcados por las citadas autoridades. 
  



El extenso relato, admite la siguiente síntesis:





El 26 de enero del presente año, actuando en nombre propio, allegó tres memoriales al Juzgado encartado, en los que solicitó la terminación por desistimiento tácito de los procesos “1994-03089-01, 1997-05740-01 y 1997-188110-00”, en cada uno de los cuales es demandado.




En febrero, al revisar en el sistema Siglo XXI, se enteró que los memoriales no estaban registrados; en consecuencia, y comoquiera que tal omisión es contraria a las normas que rigen las obligaciones de los servidores de la rama judicial, presentó una solicitud de vigiliancia judicial administrativa ante la “Sala Jurisdiccional Disciplinaria” del Consejo Seccional de la Judicatura, Corporación que resolvió abstenerse de dar apertura al trámite por carecer el solicitante de dereho de postulación. 





Agregó que es demandante es un adulto mayor de 70 años, con dificultades en salud que le impiden trasladarse desde Lebrija Santander hasta este municipio.   

Finalmente, más allá de todas las denuncias lanzadas, solicitó, únicamente, que se ordenara al Juzgado decretar el desistimiento tácito en los procesos que trajo a cuento. 

Con la demanda, entre otros documentos, se aportaron copias de los memoriales con los cuales se presentó la solicitud de dar por terminados los procesos y de la resolución con la cual se negó la apertura al trámite de vigilancia judicial y administrativa.
  



Se dispuso el trámite de rigor, con las citadas vinculaciones, a la abogada que prohíja los intereses del actor se le solicitó allegar poder especial para adelantar este trámite constitucional, así lo hizo (f. 38).




La titular del despacho accionado aclaró que los radicados correctos de los procesos son: 1994-13089, 1997-15740 y 1997-18810 y no como fueron relacionados por el demandante; informó quiénes intervinieron en cada uno de ellos, a quienes en esta sede se les corrió traslado (f. 59); dijo que todas las solicitudes elevadas por el actor fueron resueltas y explicó que las mismas fueron despachadas desfavorablemente por la ausencia del mencionado derecho de postulación; además, hizo saber que los dos primeros procesos están archivados y el otro cuenta con sentencia ejecutoriada y avanza con normalidad (f. 40).  




El Secretario del juzgado explicó que a los memoriales radicados por el accionante se les dio el trámite correspondiente, explicó que el demandante en sus escritos hizo referencia equivocada a los nombres y radicados de las partes, lo que dificultó, en su momento, encontrar los expedientes respectivos, aunado todo a que dos de los procesos se encuentran archivados y el tercero en suspenso, por fuera de las instalaciones del palacio (f. 41).




La presidencia del Conejo Seccional de la Judicatura de Risaralda recordó los motivos por los que se abstuvo de dar apertura a la solicitud de vigilancia judicial y administrativa elevada por el actor “Se tiene entonces, que la inconformidad que originó la presente vigilancia judicial y administrativa, se fundamenta en la presunta mora dentro de los procesos radicados Nos. 1994-03089-01, 1997-05740-01 y 1997-18810-00. Al confrontar lo hechos presentados en la presente (…) con las declaraciones de la Juez primera Civil del Circuito de Pereira, se encontró que dos de las tres solicitudes fueron resueltas el 8 de febrero de 2018 y la otra el 10 de abril de 2018, si bien esta última se podría considerar tardía, no lo es por cuanto, como lo manifestó la Juez, son procesos que se encuentran archivados o inactivos, y no se encuentran dentro de las instalaciones del palacio de justicia, así mismo se considera que con el Auto del 10 de abril de 2018, se normalizó la actuación, es decir, es un hecho superado. Finalmente las actuaciones llevadas a cabo por el despacho Judicial, se surtieron oportunamente, y no se evidencia demoras o tardanzas injustificadas, ni una violación de los términos procesales derivado de una actuación negligente de la Funcionaria.”  (f. 54).




Davivienda S.A., adujo su falta de legitimación en la causa por pasiva (f. 63).
CONSIDERACIONES
La acción de tutela se constituye en un medio ágil y expedito para que toda persona pueda reclamar ante los jueces, en cualquier momento y lugar, la protección de sus derechos fundamentales, si ellos son vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de una autoridad pública y, en determinados casos, por particulares.





En esta oportunidad, al margen de las denuncias planteadas en el escrito de la demanda, unas contra el proceder administrativo del Juzgado encartado y otras contra el Consejo Seccional de la Judicatura, lo cierto es que, en últimas, se plantea una pretensión, con lo que la finalidad del amparo se reduce a que se ordene al juzgado decretar el desistimiento tácito en los procesos que se trajeron al debate. 





Con esa claridad, se recuerda que a pesar de la inexequibilidad de las normas que en el Decreto 2591 de 1991 preveían la acción de tutela contra providencias judiciales
, tal mecanismo se abre paso en aquellos eventos en los que se incurra en una vía de hecho, o como se denominan ahora, criterios de procedibilidad de la acción de tutela contra decisiones de los jueces, en que solo cabe un amparo de esta naturaleza en la medida en que concurra alguna de las causales generales o específicas, delineadas por la Corte Constitucional en múltiples ocasiones. Sobre ellas, recientemente, en las sentencias SU573 de 2017 y SU004 de 2018, aludiendo a la C-590 de 2005, recordó que las primeras obedecen a (i) que el asunto sometido a estudio del juez de tutela tenga relevancia constitucional; (ii) que el actor haya agotado los recursos judiciales ordinarios y extraordinarios antes de acudir al juez de tutela; (iii) que la petición cumpla con el requisito de inmediatez, de acuerdo con criterios de razonabilidad y proporcionalidad; (iv) que, en caso de tratarse de una irregularidad procesal, ésta tenga incidencia directa en la decisión que presuntamente amenaza o desconoce derechos fundamentales; (v) que el actor identifique, de forma razonable, los hechos que generan la violación y que la haya alegada en el proceso judicial respectivo, si ello era posible; (vi) que el fallo impugnado no sea de tutela. . Y en cuanto a las segundas, es decir, las causales específicas, se compendian en los defectos (i) orgánico, (ii) sustantivo, (iii) procedimental o fáctico; (iv) error inducido; (v) decisión sin motivación; (vi) desconocimiento del precedente constitucional; y (vii) violación directa a la constitución.  
Para lo que debe resolverse aquí, debe tenerse en cuenta, frente a los procesos a que alude el accionante, la siguiente información: 
	Radicado
	Tipo de proceso
	Demandante
	Demandando
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	1994-13089
	Abreviado – Restitución de inmueble arrendado
	Sociedad Proraiz Inmobiliaria LTDA.
	Rafael Cuervo
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	1997-18810
	Ejecutivo Singular
	Rubén Darío Castaño López
	Rafael Cuervo
	25-05-18 (presentó el demandante liquidación del crédito)


Sin perder de vista la exposición jurisprudencial y el historial de los procesos en cita, se evidencia el fracaso de del amparo en lo que atañe con las solicitudes de que se decrete el desistimiento tácito en los procesos con radicado 1994-13089 y 1997-15740. Así se afirma, porque esos procesos desde hace más de tres lustros se encuentran terminados y archivados (f. 44 y 46), es decir, que en el estado actual de las cosas se advierte inexistente la vulneración que se le endilga al juzgado y, en consecuencia, ningún derecho queda por proteger, ni orden qué impartir en sede constitucional.





Ahora, en lo que toca con la solicitud para que se dé por terminado el proceso con radicado 1997-18810, halla la Sala que la acción de tutela se torna improcedente. Así se afirma, porque acorde con lo que señala el numeral 1º del artículo 6º del Decreto 2591 de 1991, por medio del cual se reglamentó la acción de tutela, esta no puede abrirse paso “Cuando existan otros recursos o medios de defensa judiciales, salvo que aquélla se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable. La existencia de dichos medios será apreciada en concreto, en cuanto a su eficacia, atendiendo las circunstancias en que se encuentre el solicitante.”





Y es que, de un lado, aunque es cierto que no se registró el ingreso del memorial presentado por el accionante, sí lo fue, según el documento que él mismo aporta (f. 27, c. 1), la actuación surtida el 10 de abril del presente año, respecto de la cual, el Consejo Seccional de la Judicatura halló que la actuación del Juzgado en ese mes obedeció a la ubicación del expediente respectivo y, en todo caso, dio por superado el hecho que motivó el trámite de la vigilancia administrativa, porque con aquella providencia se normalizó la situación. 

  



Del otro, contra ese proveído, el del 10 de abril, ningún recurso se interpuso, a pesar de que se dio a conocer por estado, y mediante anotación en el sistema mencionado. 

   



Adicionalmente, lo que el Juzgado resolvió allí es que se abstenía de darle trámite a la solicitud de desistimiento tácito por carencia del derecho de postulación en quien la elevó; es decir, que nunca se ha pronunciado de fondo sobre la petición misma. Tal decisión, que ya se dijo, no fue recurrida, implica que la parte tiene expedito el camino para volverla a formular, allanándose a la exigencia que entonces se le hizo y que, por su silencio, quedó en firme.

  



Solo a partir de que a la funcionaria se le presente en debida forma la petición y, como resultado el ello, se obtenga su pronunciamiento, podría empezar a analizarse si con el mismo lesionó algún derecho fundamental. Como no ha ocurrido de esa manera, es inviable que esta Corporación se anticipe a dicho criterio. 





Sin que sean necesarias adicionales elucubraciones, se negará el amparo en lo que toca con los procesos 1994-13.089 y 1997-15740 y se declarará improcedente en relación con el proceso 1997-18810. 





Se absolverá a los demás citados al asunto, por no hallar de su parte vulneración alguna de los derechos invocados.

No sobra mencionar que ningún perjuicio irremediable se acreditado que obligue la incursión del juez constitucional en aquellos asuntos ajenos a su órbita, máxime cuando, contrario a lo aducido en el libelo introductorio, el actor no se reporta como un sujeto de especial protección constitucional, ni en razón a su edad
, ni por sus condiciones físicas, porque si bien se informaron complicadas situaciones de salud, nada de ello quedó ni de cerca acreditado. En todo caso, se tiene presente que la señora Edilsa Ramírez Bautista actúa como su apoderada general, con lo cual la asistencia a los procesos bien puede ocurrir por su intermedio. 

Por último, en lo que atañe a la Sala Jurisdiccional Disciplinaria mencionada en el libelo inicial, entendió esta Sala que se trataba realmente del Consejo Seccional de la Judicatura, que fue la autoridad que resolvió sobre la vigilancia judicial. Y en su actuación, nada compromete los derechos fundamentales del señor Cuervo; por el contrario, allí se hizo un análisis pormenorizado de la situación que se dio en cada uno de los procesos cuestionados y, con apoyo en las normas vigentes sobre la materia, se negó la apertura de ese especial trámite. 
DECISIÓN

  



En armonía con lo dicho, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, NIEGA la acción de tutela en relación con los procesos 1994-13.089 y 1997-15740 y se declara IMPROCEDENTE en relación con el proceso 1997-18810, impetrada por José Rafael Cuervo contra el Juzgado Primero Civil del Circuito de Pereira.
Se absuelve a los demás vinculados al asunto.

Notifíquese la decisión a las partes en la forma prevista en el artículo 5º del Decreto 306 de 1992, y si no es impugnada remítase a la Corte Constitucional para su eventual revisión.

A su regreso, archívese el expediente. 

Los Magistrados,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS  
       DUBERNEY GRISALES HERRERA 



 

� Sentencia C-543-92


� Sentencia T-339 de 2017: 26. “En términos prácticos, de los distintos criterios (cronológico, fisiológico y socia que sirven para fijar cuándo una persona puede calificarse en la tercera edad, esta Corporación ha optado por precisar una edad concreta, en asocio con la esperanza de vida certificada por el DANE. que varía. Actualmente la esperanza de vida oficial, se encuentra estimada aproximadamente en los 76 años de edad. Por lo tanto, una persona será considerada de la tercera edad solo cuando supere esa edad, o aquella que certifique el DANE para cada periodo.”
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